EL H. CONGRESO DEL ESTADO DE COLIMA, EN SESIÓN DE HOY, TUVO A BIEN EXPEDIR EL SIGUIENTE:

ACUERDO POR EL QUE DETERMINA NO INCOAR PROCEDIMENTO DE JUICIO POLÍTICO EN CONTRA DEL C. FERNANDO MORENO PEÑA Y ARCHIVAR EL PRESENTE ASUNTO COMO TOTALMENTE CONCLUIDO, EN BASE A LOS SIGUIENTES: 
A N T E C E D E N T E S 

1.- Con fecha 27 veintisiete de octubre del año 2004 dos mil cuatro, fueron presentadas en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado por los ciudadanos  YOLANDA BRUN DE RANGEL, SOCORRO BAYARDO GAYTÁN, LIBIA ANUZITA ZUBIZARRETA, HÉCTOR PORFIRIO OCHOA RODRÍGUEZ y JOSÉ LUIS NEGRETE PIZANO, denuncias de Juicio Político a las cuales anexaron una copia simple de lo que según manifestaron los denunciantes es la resolución dictada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación,  misma que promovieron en contra del ciudadano licenciado FERNANDO MORENO PEÑA, quien fungiera como Gobernador del Estado durante el período constitucional 1997-2003.

2.- El 28 veintiocho del mismo mes, el ciudadano Oficial Mayor del Congreso del Estado señaló las diez horas, diez horas con veinte minutos, diez horas con cuarenta minutos, once horas con veinte minutos y trece horas del día 3 tres de noviembre de ese año, para que tuvieran verificativo las respectivas ratificaciones de las denuncias enderezadas, mismas que se realizaron en el día y horas señalados ante la presencia del ciudadano Oficial Mayor, quien una vez hecho lo anterior, mediante oficio 890 de fecha 4 cuatro de noviembre de 2004 dos mil cuatro, turnó a esta Comisión todas las constancias y actuaciones realizadas hasta ese momento a efecto de que se determinara lo procedente.

3.- Con fecha 2 dos de diciembre de 2004 dos mil cuatro, la Comisión de Responsabilidades, con fundamento en el artículo 12 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, emitió sendos Acuerdos por los cuales decidió no incoar el procedimiento de juicio político al determinar que  no eran procedentes las denuncias populares presentada por los ciudadanos mencionados en contra del Licenciado FERNANDO MORENO PEÑA, por las supuestas irregularidades que se le imputaron, en virtud de no actualizarse ninguno de los extremos del artículo 6, así como ninguna de las hipótesis establecidas en el artículo 7, ambos del instrumento legal mencionado, lo cual les fue notificado a los ciudadanos denunciantes mencionados con fecha 5 cinco de enero de 2005 dos mil cinco. 

4.- Con fecha 26 veintiséis de enero de 2005 dos mil cinco los ciudadanos YOLANDA BRUN DE RANGEL, SOCORRO BAYARDO GAYTÁN, LIBIA ANUZITA ZUBIZARRETA, HÉCTOR PORFIRIO OCHOA RODRÍGUEZ y JOSÉ LUIS NEGRETE PIZANO, presentaron demanda de garantías en contra del Congreso del Estado de Colima y de la Comisión de Responsabilidades reclamando, del primero, el incumplimiento de la obligación contenida en el artículo 122 de la Constitución Política del Estado de Colima, de conocer como jurado de acusación de los delitos y faltas oficiales en que incurrió el exgobernador FERNANDO MORENO PEÑA, en tanto que de la segunda, el acuerdo de fecha 2 dos de diciembre de 2004 dos mil cuatro mediante el cual, según los quejosos, se desechó pese a cumplir cabalmente los requisitos de admisibilidad y procedencia de la demanda de juicio político en contra del C. Licenciado FERNADO MORENO PEÑA, exgobernador del Estado de Colima, demandas de garantías que quedaron radicadas en el índice del Juzgado Primero de Distrito en el Estado bajo los número de expedientes 89/2005-II, 90/2005-IV, 91/2005-I, 92/2005-II y 93/2005-IV, mismos que la autoridad federal acumuló de oficio, con fundamento en el artículo 57, fracción II, de la Ley de Amparo, tomando en consideración que se promovieron contra la misma autoridad responsable y por los mismos actos reclamados.

5.- Una vez sustanciados en sus términos los juicios de garantías aludidos, con fecha 4 cuatro de julio del presente año, la ciudadana Jueza Primera de Distrito dictó sentencia definitiva en el juicio de amparo 89/2005-II y Acumulados, en donde resolvió que la justicia de la Unión ampara y protege a los demandantes de garantías para efectos de que esta Comisión deje sin efectos las resoluciones de fecha 2 dos de diciembre de 2004 dos mil cuatro, en las que se determinó no incoar los procedimientos de juicio político que promovieron contra FERNANDO MORENO PEÑA, para que en su lugar dicte otras respetando las formalidades esenciales del procedimiento atendiendo a los lineamientos marcados en la referida sentencia.

6.- En acatamiento a lo establecido en la resolución de fecha 4 cuatro de julio del año en curso, dictada por la ciudadana Jueza Primero de Distrito en el Estado, con motivo del Juicio de Amparo Indirecto numero 89/2005-II, por  cual la Justicia de la Unión Ampara y Protege a los ciudadanos YOLANDA BRUN DE RANGEL, SOCORRO BAYARDO GAYTÁN, LIBIA ANUZITA ZUBIZARRETA, HÉCTOR PORFIRIO OCHOA RODRÍGUEZ y JOSÉ LUIS NEGRETE PIZANO, esta Comisión, con fecha 11 once de agosto del año 2005 dos mil cinco, dejó insubsistente y sin efecto legal alguno, el Acuerdo de fecha 2 de diciembre del año dos mil cuatro, a efecto de que en su lugar se dictaran otros, respetando las formalidades esenciales del procedimiento conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.

7.- Asimismo, esta Comisión acordó en los términos del artículo 39 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, la acumulación de las denuncias populares de juicio político presentadas por los ciudadanos YOLANDA BRUN DE RANGEL, SOCORRO BAYARDO GAYTÁN, LIBIA ANUZITA ZUBIZARRETA, HÉCTOR PORFIRIO OCHOA RODRÍGUEZ y JOSÉ LUIS NEGRETE PIZANO, en  contra del ciudadano FERNANDO MORENO PEÑA, por su supuesta responsabilidad oficial cuando fungió como Gobernador del Estado de Colima durante el período constitucional 1997-2003, en consideración a que las denuncias ciudadanas se promovieron en contra del mismo servidor público y por los mismos actos; en consecuencia, dicha acumulación fue a efecto de que las referidas denuncias se tramitaran como un solo expediente y, en su oportunidad, se dictaminaran en conjunto, lo que hoy se hace de conformidad con los siguientes:

C O N S I D E R A N D O S

PRIMERO.- Esta Comisión es competente para instruir, conocer y dictaminar el presente asunto, de conformidad con lo establecido por los artículos 11 y 12 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; 101 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Colima; 60 fracción I, y 221 de su Reglamento vigente a partir del 19 de junio de 2004, los cuales claramente infieren que una vez que un ciudadano haya presentado bajo su más estricta responsabilidad una denuncia de Juicio Político y ratificada que sea ésta ante el Congreso del Estado, se procederá en este orden a dictaminar si la misma está presentada en tiempo y forma, además, si la conducta atribuida corresponde a las enumeradas por el artículo 7 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; así como, si el servidor público se encuentra comprendido dentro de los que se refiere el artículo 2 de la misma Ley de referencia;  y por último, si la denuncia es procedente y por lo tanto amerita la incoación del procedimiento.

SEGUNDO.- Que atento a lo establecido en la parte última del Considerando VI de la sentencia de amparo de fecha 4 cuatro de julio de 2005 dos mil cinco, dictada por la Jueza Primera de Distrito en el Estado dentro del juicio de garantías número 89/2005-II y Acumulados, se infiere que, en criterio de esa autoridad de amparo, la Comisión de responsabilidades no tiene facultades para decidir sobre la no incoación del procedimiento de juicio político, sino solamente para dictaminar, ya que tal facultad, al decir de la Jueza Primera de Distrito en el Estado, le compete exclusivamente al Congreso del Estado y, por lo tanto, ordena se esté a lo dispuesto por los artículos del 154 al 180 del Reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo.

Ahora bien, en apego a lo ordenado en la sentencia de referencia, aplicar los artículos del 154 al 180 del Reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, es acatar básicamente lo relativo a la discusión, debate, votaciones y resoluciones que se den dentro del proceso legislativo, toda vez que tales numerales regulan esos tópicos y no los que incorrectamente la Jueza Primero de Distrito en el Estado en su sentencia de amparo atribuye al juicio político, a menos que dicha autoridad jurisdiccional federal haya invocado disposiciones legales ya abrogadas, lo que estimamos no es el caso considerando que se trata de una autoridad del Poder Judicial Federal altamente capacitada en Derecho.

Por otra parte, esta Comisión no está en posibilidad de aplicar los artículos del Reglamento que menciona la Jueza Primero de Distrito en el Estado en su sentencia de amparo de fecha 4 cuatro de julio del presente año, dentro del expediente 89/2005-II y Acumulados, en relación con el trámite específico que debe darse al procedimiento de juicio político, toda vez que los mismos se refieren a aspectos diferentes propios del procedimiento legislativo, siendo que los fundamentos jurídicos correctos para sustanciar la Instrucción del juicio político son los numerales del 219 al 227 y del 232 al 243, todos del Reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, expedido por esta Soberanía mediante Decreto número 90 de fecha 14 catorce de junio de 2004 y publicado en el Periódico Oficial del Estado el 19 diecinueve  del mismo mes.

De tal suerte, en acatamiento de la sentencia de amparo que prácticamente ordena someter la determinación que tome esta Dictaminadora al procedimiento legislativo, procede que la Comisión de Responsabilidades emita el dictamen que ordenan los numerales 12 de la Ley Estatal de Responsabilidades y 221 del Reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo sobre la procedencia de la denuncia y si amerita o no incoar el procedimiento y someter tal dictamen al procedimiento legislativo, esto es, a la consideración del Pleno del Congreso del Estado para su discusión y, en su caso, aprobación o rechazo.

TERCERO.- Que esta Comisión procede a analizar, como primer  requisito de procedibilidad, si las denuncias ciudadanas de Juicio Político fueron presentadas tanto en tiempo; esto es, dentro del término que exige el artículo 9 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en relación con el 126 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima; así como en forma, según lo dispone el artículo 12 de la Ley de referencia, esto es, que la denuncia de Juicio Político sea presentada por un ciudadano bajo su más estricta responsabilidad.    

Dicho sea lo anterior, es preciso destacar que las denuncias de Juicio Político fueron presentadas el día 27 veintisiete de octubre del año 2004 dos mil cuatro, y ratificadas a las diez horas, diez horas con veinte minutos, diez horas con cuarenta minutos, once horas con veinte minutos y trece horas del día 3 tres de noviembre de ese año, respectivamente, ante la presencia del ciudadano Oficial Mayor del Congreso del Estado.

Al respecto, partiendo de la hipótesis prevista en los numerales 126 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima y 9 de la  Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en el sentido de que la responsabilidad por delitos y faltas oficiales de funcionarios o empleados públicos solo puede exigirse durante el ejercicio del encargo y un año después,  es preciso destacar que el Ciudadano Fernando Moreno Peña, como es verdad sabida, fue Gobernador del Estado durante el período constitucional del 1º primero de noviembre de 1997 mil novecientos noventa y siete al 31 treinta y uno de octubre de 2003 dos mil tres, y que para los efectos antes precisados, como los referidos preceptos legales infieren que después de concluido el periodo constitucional del funcionario de que se trate, el ciudadano tendrá un plazo fatal de un año más para presentar en su caso la denuncia de Juicio Político, es así, que la denuncia fue presentada el 27 veintisiete de octubre del año 2004 dos mil cuatro, y ratificada el día 3 tres de noviembre del mismo año, esto es, la denuncia se presento dentro del año después de concluido el periodo constitucional, lo que significa que el primer supuesto jurídico se actualizo al presentarse la referida denuncia el día 27 de octubre, aunque esta haya sido ratificada fuera de dicho término; así mismo, en cuanto a la segunda hipótesis relacionada a la forma de la presentación de la denuncia, lo que significa que es un ciudadano el legitimado para que bajo su responsabilidad presente la correspondiente denuncia cuando considere que ciertos hechos se actualizaron en perjuicio de los intereses públicos fundamentales y de su buen despacho, y en el caso en concreto, es precisamente los denunciantes que en sus calidades de ciudadanos, comparecieron ante la Oficialía Mayor del Congreso del Estado y, previa identificación, procedieron a presentar su respectiva denuncia, habiendo sido la mismas ratificada el día 3 de noviembre del año 2004, por lo que esta Comisión considera que las mismas fueron presentadas en tiempo y forma según lo dispone los numerales antes indicados.

CUARTO.- Que las irregularidades que se le imputan al ciudadano FERNANDO MORENO PEÑA son que durante el proceso electoral del 6 seis de julio de 2003 dos mil tres, en su calidad de Gobernador del Estado, “realizó, entre otras, las siguientes acciones: la difusión sistemática de logros de gobierno durante los veinticinco días previos a la jornada electoral e, inclusive, dentro del período de reflexión, con lo cual se violó lo previsto en el artículo 61 del código de la materia, se indujo el voto a favor del Partido Revolucionario Institucional y dejó en desventaja a los demás partidos políticos, lo cual fue determinante en la elección; la intervención del gobernador del Estado en actos de campaña del Partido Revolucionario Institucional, haciendo alusiones favorables para su candidato a gobernador y contrarias a los candidatos del Partido Acción Nacional y del Partido de la Revolución Democrática , así como de diversos miembros de estos últimos dos partidos, mediante injurias y denuestos; La participación del Gobernador del Estado en el mitin de cierre de campaña del candidato respectivo del Partido Revolucionario Institucional, y las declaraciones en el sentido de que los habitantes de Colima ‘deben ir derecho’, lo cual significó la utilización del slogan de campaña de ese partido que es ‘va derecho’, así como de la expresión ‘quien no va derecho, o se va al infierno o se lo lleva la procuraduría’; la parcialidad del órgano encargado de preparar las elecciones, y la afectación de la libertad con la que debió efectuarse el sufragio en la elección de gobernador del Estado, a través de violencia generalizada, cuando se instalaron retenes, el propio gobernador informó que había aproximadamente doscientos detenidos, los cuales estaban confesos, precisamente a las diez treinta horas del seis de julio de dos mil tres y la actuación del procurador general de justicia, lo cual pudo ocasionar presión sobre los electores, al considerar que se estaban efectuando detenciones de personas que acudían a las casillas o que eran miembros del o simpatizante del Partido Acción Nacional”; lo que, al decir de la denunciante, actualiza la  actuación ilegal del ciudadano FERNANDO MORENO PEÑA, quien, según su dicho “violó además la fracción V del artículo 59 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima, otros preceptos constitucionales y de leyes federales y locales, a los que se refirió el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en su resolutivo...”; lo cual, según el decir de los denunciantes, actualiza las hipótesis contenidas en las fracciones I, II, III, IV, VI y VII del artículo 7 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

QUINTO.- Que esta Comisión, de conformidad a lo establecido por los artículos 12 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y 221 del Reglamento de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, tiene la obligación de  hacer el análisis de los argumentos y elementos que integran la denuncia, así como de los elementos de prueba que está obligada a presentar, a fin de determinar mediante dictamen para ser sometido al Pleno del Congreso del Estado, si la conducta atribuida al ciudadano FERNANDO MORENO PEÑA, durante el proceso electoral del 2003 dos mil tres, dentro del tiempo en que fungió como Gobernador del Estado, actualiza los extremos del artículo 6 y si se ubica dentro de las hipótesis establecidas en el artículo 7, ambos de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; así como para determinar si se trata de uno de los servidores públicos señalados en el artículo 2 del mismo ordenamiento. 

Por cuestión de orden, esta Comisión analiza primero si se trata de uno de los funcionarios aludidos en el artículo 2 de la Ley en comento, llegando a la conclusión, puesto que es verdad sabida, que durante el proceso electoral del año 2003 dos mil tres, el licenciado FERNANDO MORENO PEÑA, ocupó el cargo de Gobernador del Estado Libre y Soberano de Colima, por lo que es uno de los servidores públicos sujetos a responsabilidad oficial que se mencionan en el artículo 2 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, con relación a lo dispuesto en los artículos 121 y 122 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima.

Ahora bien, con las denuncias presentadas, los hechos en ellas narrados y las constancias que se anexan a las mismas, se busca que se actualicen los fundamentos contenidos en las fracciones I, II, III, IV, VI y VII del artículo 7, relacionados con el dispositivo 6, ambos de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, por lo que se impone la obligación de hacer el análisis de cada una de las hipótesis ahí contenidas para determinar si la conducta que le atribuyen las denunciantes al licenciado FERNANDO MORENO PEÑA, se materializa en alguna de ellas, considerando que tal adecuación de la conducta del agente es la base para determinar la procedencia para la incoación del procedimiento de juicio político.

Previo al estudio, debemos tener presente que las hipótesis enumeradas en las fracciones I, II, III, IV, VI y VII del artículo 7, son conductas  abstractas, intangibles y ambiguas, en otras palabras, se trata de ideas cuya delimitación práctica con referencia a un caso concreto, queda a interpretación del órgano encargado de su aplicación, en este caso el Congreso del Estado, en función de que el acto u omisión que se imputa al servidor público “redunde en perjuicio de los intereses público fundamentales o de su buen despacho”, tal y como lo define el artículo 6 de la misma Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. De tal suerte, no basta con determinar si se da la conducta u omisión del denunciado, sino que ésta debe actualizarse en función de ocasionar perjuicios a los intereses públicos fundamentales o a su buen despacho; en otras palabras, que a consecuencia de la acción u omisión se produzca un daño que no sea posible reparar por algún medio de defensa legal.

Así, tenemos lo siguiente:

1).- Fracción I del artículo 7 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos: Ataque a las instituciones democráticas: Esta hipótesis supone dos elementos, a saber: a) el ataque, que conforme al Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española significa acción de atacar, perjudicar o destruir, y b) que dicha acción se dirija hacia las instituciones democráticas. Ahora bien, para el primero de los elementos que supone una acción positiva, esto es, una conducta de hacer, ésta debe encaminarse a atacar, lo que significa, de acuerdo con el mismo instrumento que establece las reglas para el lenguaje castellano, acometer o embestir con ánimo de hacer daño; en tanto, para el segundo elemento, debemos tener en cuenta que instituciones democráticas son todo el cúmulo de normas e instrumentos jurídicos que derivan de la adopción en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de la democracia no solo como una estructura jurídica y un régimen político, sino como un sistema de vida fundado en el constante mejoramiento económico, social y cultural del pueblo; así como su base principal que es la soberanía y cuyo origen es el mismo pueblo. De tal modo, instituciones democráticas son los mecanismos que a manera de entes, entidades o corporaciones se instituyen sobre una base legal para beneficio del pueblo y cuyo origen es la voluntad del pueblo expresada a través de quienes el propio pueblo nombró como sus representantes. Así, establecida como enunciado legal al conjugarse ambas oraciones, tenemos que para que se dé un ataque a las instituciones democráticas, debe haber una acción, esto es, una actitud positiva de hacer, encaminada a embestir o a acometer, principalmente, la soberanía nacional y, segundo, los instrumentos y normas jurídicas por los cuales se le da vigencia a instituciones que sirven de fundamento a mecanismos encaminados a mejorar las condiciones económicas, sociales y culturales de la población, así como el sistema de libertades establecidas para todos los individuos y las condiciones necesarias para su ejercicio, mecanismos que se instituyeron por el pueblo a través de sus representantes sobre una base legal; pero además, que esta acometida o embestida se haya hecho con el ánimo de causar un daño.

Luego entonces, de los elementos que ofrecen los denunciante en su escrito de denuncia, no se advierte que la conducta que se le atribuye al licenciado FERNANDO MORENO PEÑA y que dice realizó durante la campaña electoral del 2003 dos mil tres, en el tiempo en que ocupó el cargo de Gobernador del Estado, haya implicado un ataque, esto es, una acción de atacar, embestir o acometer y mucho menos que dicha acción que, insistimos no se acredita, se haya dirigido con el ánimo de dañar o perjudicar cualquier norma jurídica o instrumento establecido por los representantes populares en ejercicio de la voluntad soberana del pueblo, y que sirvan para dar vigencia a entes, entidades o corporaciones legalmente instituidas que tengan relación con el ejercicio de las libertades individuales o con el mejoramiento de condiciones de vida del pueblo, como pudiera ser la de atacar la institución del seguro social, de la educación laica o del juicio de amparo, por señalar solo algunos ejemplos.

2).- Fracción II de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos: Ataque a la forma de gobierno Republicano, Representativo y Federal: Esta hipótesis supone, al igual que la anterior, el cumplimiento de dos elementos, a saber, a) el ataque, que ya quedó definido en el punto anterior y, b) que tal acción se encamine en contra de la forma de gobierno republicano, representativo y federal, definido en el artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y que supone que el gobierno es un gobierno de todos, es una cosa pública que atañe a todos lo individuos que componen un Estado; que dicho gobierno dimana del pueblo quien nombra a sus representantes para que lo ejerzan en su nombre y que el mismo se ejercerá a través de tres poderes renovados periódicamente a través del sufragio universal y directo, dentro de una organización política estatal integrada por tres órdenes con competencias definidas para cada uno de ellos. 

De este modo, la actualización de la hipótesis motivo de análisis, supone que se dé una acción identificada como acometida o embate, esto es, una actitud positiva o de hacer, que tenga como propósito dañar o perjudicar cualquiera de las modalidades a través de las cuales se manifiesta la forma de gobierno, como pudieran ser el atentar contra la integridad de uno de los poderes públicos con el ánimo de disolverlo y evitar su funcionamiento, o bien, atacar el sistema representativo con el ánimo de implementar una democracia estamentaria u oligárquica a manera de monarquía, en contraposición del sistema republicano; así como también, llevar a cabo acciones de gobierno que busquen restar facultades y competencias a cualquiera de los órdenes de gobierno establecidos.

Hechos los anteriores razonamientos, de las imputaciones que se le hacen al licenciado FERNANDO MORENO PEÑA y que, al decir de sus denunciantes cometió siendo Gobernador del Estado durante el proceso electoral del año 2003 dos mil tres, no se advierte que haya incurrido en tales conductas que ameriten la incoación del procedimiento por la causa establecida en la fracción II del artículo 7 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos.

3).- Fracción III del artículo 7 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos: Violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales y sociales: Esta hipótesis, supone la conjunción de cuatro elementos, a saber: a) La violación que es la acción y efecto de violar, entendido para este caso el vocablo en su acepción de infringir o quebrantar una disposición legal; b) Que tal acción se dirija contra las garantía individuales o sociales, esto es, contra aquellos derechos subjetivos públicos reconocidos por la constitución a los individuos o a grupos de la sociedad; c) Que tal acción violatoria de garantías sea grave, esto es, que entrañe un mal de una magnitud considerable para los individuos y la sociedad y, en general, para “el buen funcionamiento de los intereses públicos o de su buen despacho”  y, d) Que la acción desplegada por el servidor público se haga de manera sistemática, lo que significa que debe realizarse por sistema, esto es, no solo una vez sino en forma reiterada y permanente. 

De este modo, para que se actualice la hipótesis en comento, se requiere una acción desplegada por el servidor público por la cual se transgredan las disposiciones constitucionales que consagran garantías individuales (artículos del 1º al 29 de la Constitución General de la Repúblicas y 1° de la Constitución Local) o que establecen garantías sociales (artículos 3, 27 y 123 de la Constitución Mexicana); pero además que tal transgresión se haga de manera reiterada en un lapso de tiempo, no solo en una ocasión, y que por la magnitud de la misma se afecte de manera significativa la función pública o el desenvolvimiento de la sociedad. 

Así, de las constancias que se acompañaron a la denuncia y que consisten en la copia simple de lo que los denunciantes dicen es la resolución dictada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en el Juicio de Revisión Constitucional radicado bajo número de expediente SUP-JRC-221/2003 y acumulados, no se advierte que el Licenciado FERNANDO MORENO PEÑA durante el proceso electoral del año 2003, tiempo en que fungió como Gobernador del Estado, haya desplegado de manera reiterada y por un tiempo prolongado una acción tendiente a conculcar los derechos subjetivos públicos consagrados a favor de los individuos y de los grupos sociales en los artículos del 1° al 29, y 123 de la Constitución Política del los Estados Unidos Mexicanos y 1° de la Constitución Local, cuyas consecuencias hayan sido de una magnitud considerable de modo que se hubiera perjudicado el interés público o general, el buen funcionamiento de las instituciones publicas o el ejercicio de los derechos civiles.

4).- Fracción IV del artículo 7 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos: El ataque a la libertad de sufragio: En esta hipótesis, al igual que las anteriores, para su delimitación práctica por parte del órgano encargado de determinar su actualización, en este caso el H. Congreso del Estado a través de esta Comisión dictaminadora, se requiere la conjunción de dos elementos, a saber: a) El ataque, del cual ya se ha definido como la acción de embestir o acometer en contra de algo o alguien con el ánimo de causarle un daño; y, b) La libertad de sufragio, la cual, conceptualmente se ha definido como la voluntad y capacidad para sufragar, esto es, emitir un voto para elegir a quien o quienes vayan a ocupar un cargo público de representación. 

En tal sentido, la hipótesis en comento supone que el servidor público lleve a cabo una acción concreta con el ánimo de dañar a un individuo o grupo de individuos en su voluntad y capacidad para emitir su voto en una elección de representantes a cargos públicos. Así entendido el concepto de la hipótesis objeto de análisis, a efecto de determinar su actualización en el caso concreto, tenemos que de las constancias que agregan los denunciantes a sus escritos iniciales con el objeto de darle fundamento a sus aseveraciones, no se desprende de modo alguno que el Licenciado FERNANDO MORENO PEÑA durante el proceso electoral del año 2003, en el tiempo en que fungió como Gobernador del Estado, haya desplegado acción o adoptado actitud algunas, por las cuales se hubiera atacado, esto es, acometido o embestido, a persona o grupo de personas, con la finalidad de afectarlos o dañarlos en su voluntad y capacidad para votar, así como el impedirle que emitan libremente su voto.

Aún más, por tratarse de una figura abstracta, la expresión “ataque a la libertad de sufragio” conlleva una connotación ideal que, para concretizarse, necesariamente requiere que en la realidad se den una serie de actitudes cuya finalidad sea hacer imposible una elección en su conjunto y, en el caso concreto por el cual se denuncia al Licenciado FERNANDO MORENO PEÑA, no existe evidencia alguna que determine que la elección del 6 seis de julio de 2003 dos mil tres, no se haya celebrado por causa imputable a la actuación del entonces Gobernador del Estado ya que, si bien es cierto que en la Resolución del juicio de Revisión Constitucional radicado en el expediente número SUP-JRC-221/2003 y acumulados, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, determinó que el Gobernador intervino en las elecciones estatales del año anterior y le da a tal hecho, conforme a su propio criterio jurídico, una preponderancia relevante, lo es también que para esta Comisión dictaminadora y para el Congreso del Estado en su calidad de autoridad resolutora y con plenitud de jurisdicción para adoptar decisiones en materia de juicio político, lo que permite establecer criterios propios, tal relevancia no existe, ya que para determinar que se atacó la libertad de sufragio, los efectos de la acción o actitud de hacer deben ser de tal modo evidentes que impidan a la ciudadanía en general expresar libremente su decisión política y se vincule tal manifestación de su voluntad, a favor del candidato favorecido por la intervención del servidor público al que se acusa del “ataque a la libertad de sufragio. 

Así, aún cuando en la resolución de marras la mayoría de los magistrados hayan considerado que se influyó en la decisión de los electores durante el proceso electoral del 2003 dos mil tres, a causa de la intervención del entonces Gobernador del Estado, principalmente a través de ciertas manifestaciones, para esta Comisión, primero, no hubo tal intervención, atentos a lo que la Real Academia de la Lengua Española ha definido para dicho vocablo en una de sus acepciones, precisamente cuando el término se le vincula con autoridades, el de “Dirigir, limitar o suspender el libre ejercicio de actividades o funciones”; y, segundo, la supuesta intervención que se le atribuyó y que, insistimos se refiere a manifestaciones por él expresadas, no puede bajo ningún concepto considerarse como determinante para el resultado de la elección en función de que se haya coaccionado la voluntad de los electores, ya que nunca se alteró sustancialmente la decisión de éstos por determinada opción, lo que queda corroborado con el simple análisis de los resultados de las diversas elecciones, locales y federales, que concurrieron el mismo día y de las cuales se tiene que los ciudadanos emitieron su sufragio por la opción que estimaron más conveniente, lo que se tradujo en una votación mayor al 50% del padrón electoral, pero además que acarreó triunfos para los principales partidos políticos que contendieron, lo cual hace una elección diferenciada, sin que hubiera variaciones considerables entre una y otra de las elecciones que se escenificaron el mismo día, ni con respecto a las de 1997 mil novecientos noventa y siete.

Es preciso considerar, asimismo, que el ataque a la liberad de sufragio tendría que materializarse en causas muy concretas que permitieran determinar que se afectó sustancialmente la elección, ya que solo de esta forma se puede deducir que se vulneró el ánimo del elector y su voluntad de decisión. Para materializarse tales situaciones, la ley señala supuestos por los cuales se presume que se dio tal afectación.  Así, en el caso de nuestra legislación electoral, la presunción legal para determinar que hubo una afectación en la voluntad de los electores y en su libre decisión para sufragar, así como la forma en que debe operar tal presunción, se establecen de manera expresa en los artículos 330, 331, 332 y 333 del Código Electoral que textualmente señalan: 

ARTICULO 330.-¬ Las nulidades establecidas en este CODIGO podrán afectar la votación emitida en una casilla y, en consecuencia, los resultados del cómputo de la elección impugnada; o la elección en un distrito electoral uninominal para la fórmula de Diputados de mayoría relativa; o la elección para Ayuntamientos o Gobernador; asimismo, para la impugnación de cómputo de circunscripciones plurinominales.
Los efectos de las nulidades decretadas por el TRIBUNAL respecto a la votación emitida en una casilla o de una elección en un distrito electoral uninominal, se contraen exclusivamente a la votación o elección para la que expresamente se haya hecho valer el recurso de inconformidad.
ARTICULO 331.-¬ La votación recibida en una casilla electoral será nula cuando:
I.- Sin causa justificada, la casilla electoral se haya instalado en distinto lugar al aprobado por el CONSEJO MUNICIPAL correspondiente, o se hubiera instalado en hora anterior o en condiciones diferentes a las establecidas por el mismo, o cuando el escrutinio y cómputo se efectúe en sitio diferente al de la casilla;
II.- Se reciba, sin causa justificada, la votación por personas u órganos distintos a los facultados por este CODIGO;
III.- Se reciba la votación en fecha distinta a la señalada para la celebración de la elección;
IV.- Se ejerza violencia física, cohecho, soborno o presión de alguna autoridad o particular sobre los directivos de casilla o sobre los electores, de tal manera que se afecte la libertad y el secreto del voto, y siempre que esos hechos sean determinantes para el resultado de la votación;
V.- Se permita sufragar sin CREDENCIAL o cuando su nombre no aparezca en la LISTA, salvo los casos de excepción señalados en los artículos 256 y 259 de este ordenamiento y siempre que ello sea determinante para el resultado de la votación;
VI.- Se impida el acceso a los representantes de PARTIDOS POLITICOS o se les expulse sin causa justificada y siempre que ello sea determinante para el resultado de la elección;
VII.- Haya mediado error grave o dolo manifiesto en el cómputo de votos que beneficie a cualquiera de los candidatos, las fórmulas de candidatos o planillas y sea determinante para el resultado de la votación; y
VIII.- El paquete electoral sea entregado, sin causa justificada, al CONSEJO MUNICIPAL fuera de los plazos que este CODIGO establece.
 
ARTICULO 332.-¬ Son causas de nulidad de una elección las siguientes:
I.- Cuando alguna o algunas de las causas señaladas en el artículo anterior se acrediten en por lo menos el 20% de las casillas de un distrito electoral o Municipio;
II.- Cuando no se instalen las casillas en el 20% de las secciones y consecuentemente la votación no hubiese sido recibida;
III.- Cuando exista violencia generalizada en el ámbito de la elección correspondiente; y
IV.- Cuando los integrantes de la fórmula de candidatos que hayan obtenido mayoría de votos en la elección respectiva, no reúnan los requisitos de elegibilidad contenidos en la CONSTITUCION y en este CODIGO.
ARTICULO 333.-¬ Sólo podrá ser declarada nula la elección en un distrito electoral o Municipio cuando las causas que se invoquen hayan sido plenamente acreditadas y sean determinantes para el resultado de la misma.
Tratándose de la nulidad de votación de una o más casillas, se descontará la votación anulada de la votación total del distrito o Municipio, con el propósito de obtener los resultados de la votación válida, siempre que no se esté en el supuesto de la fracción I del artículo 332 de este CODIGO.
De tal suerte, tenemos que la Ley determina supuestos por los cuales se debe declarar la nulidad, porque la realización de las hipótesis en ellos contendidas da materia a considerar que la voluntad del elector se vio viciada de manera general. Así, debemos tener en cuenta que para darse la figura abstracta del ataque a la libertad de sufragio, luego entonces, deben realizarse en el mundo fáctico las hipótesis que la ley señala y por las cuales la misma Ley presume la afectación de la elección y su consecuente nulidad. Sobra decir que tales hipótesis necesariamente deben acreditarse y estar referidas a un agente o grupo de agentes en particular que fueron los que con su conducta la materializaron. 

Ahora bien, del análisis que se hace del único medio de prueba que ofrecen los denunciantes y que consiste en la ya referida copia simple de lo que dice es la sentencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, no se advierte en ninguna de sus partes que los cuatro Magistrados Electorales Federales que votaron a favor de la anulación de las elecciones, hayan hecho pronunciamiento alguno y corroborado con elementos sólidos de convicción, la materialización de las hipótesis  taxativamente enlistadas en los numerales 331 y 332 citados, y menos que el Licenciado FERNANDO MORENO PEÑA haya sido quien dio lugar a la materialización de esas causas de nulidad.

5).- Fracción VI del artículo 7 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos: cualquier infracción dolosa o de mala fe a la Constitución General de la República, Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima, o las leyes que de ella emanen, cuando causen perjuicios graves a la federación, al Estado, a la Sociedad, o motive algún trastorno en el funcionamiento normal de las instituciones. La hipótesis referida se integra de los siguientes elementos: a) Que exista una infracción; esto es, una trasgresión o quebrantamiento de una ley, pacto o tratado, o de una norma moral, lógica o doctrinal; b) Que se haga con dolo o mala fe; lo que implica que se quiera o se acepte la realización del hecho a sabiendas de que éste es ilegal, o bien, se realice cualquier sugestión, artificio o disimulación  para obtener un beneficio indebido; c) Que la infracción sea en contravención de las disposiciones de las Constituciones Federal y Local o de las leyes que de éstas emanan; y, d) Que con tal infracción se cause un perjuicio grave a la Federación, al Estado, a la Sociedad o se motive algún trastorno en el funcionamiento normal de las instituciones, esto es, como ya se anotó en líneas precedentes, que tal acción consistente en infringir disposiciones constitucionales o legales entrañe un mal de una magnitud considerable para el país, el estado o la sociedad, o bien, que imposibilite el funcionamiento de las instituciones públicas. 

Por otra parte, tal hipótesis concatena la acción a un resultado específico, esto es, para que se actualice el supuesto normativo aquí contenido, debe existir no solo la acción que se le imputa al servidor público: infracción de manera dolosa o de mala fe a disposiciones constitucionales o legales; sino además tal conducta positiva o de hacer debe producir una consecuencia: el perjuicio grave a la Federación, al Estado o a la sociedad, o en su caso el trastorno en el funcionamiento de las instituciones. 

Así entendido, para que se actualice la hipótesis en la realidad, deben estar plenamente acreditados ambos extremos con elementos objetivos de convicción, lo que significa que se acredite por un lado la infracción a las normas constitucionales o legales, que dicha infracción se realizó de manera dolosa o de mala fe y, por otro lado, que se acredite el perjuicio grave a la federación o al estado, o el trastorno funcional de las instituciones públicas, estableciéndose, asimismo, el nexo causal entre la acción y el resultado.

Bajo las premisas apuntadas, con la copia simple de la resolución pronunciada por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en el juicio de revisión constitucional, radicado bajo el número de expediente  SUP-JRC-221/2003 y Acumulados, pudiera tenerse por acreditado que el licenciado FERNANDO MORENO PEÑA, incumplió la prohibición contenida en el artículo 59, fracción V, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima, lo cual sería suficiente para considerar que hubo una infracción a una disposición constitucional en los términos de la fracción VI del artículo 7 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; sin embargo, ese solo elemento que fue el único que ofrecieron los denunciantes en sus escritos de denuncia popular, no acredita que la infracción se haya hecho de manera dolosa o de mala fe, toda vez que el Tribunal emisor de la resolución jamás hace pronunciamiento al respecto, y mucho menos se acredita la existencia de algún perjuicio grave para la federación, el Estado o la Sociedad, como tampoco se acredita que las instituciones públicas hayan sufrido trastorno alguno en su funcionamiento, ya que, en todo caso, se debe precisar en qué consisten éstos, aportar elementos que demuestren su existencia y, principalmente, que son efecto de la causa, esto es, de la infracción imputada al denunciado, ya que esto último representa una condicionante para que se tenga por actualizada la hipótesis objeto de análisis.

Lo anterior es así, considerando que la fracción V del artículo 59 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Colima al referirse a la responsabilidad del Gobernador del Estado por no observar la prohibición de intervenir para que recaigan en determinada persona, no señala el tipo de responsabilidad que debe imputársele y, en caso de que se pretenda que ésta sea política, la conducta debe adecuarse a los supuestos del artículo 7 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos que se enlistan de manera limitativa. Luego entonces, si no se adecua la conducta a tales supuestos, no puede exigirse responsabilidad a través del juicio político. 

6).- Fracción VII del artículo 7 de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos: Las omisiones de carácter grave en los términos de la fracción VI.- Esta hipótesis tiene el mismo patrón que la analizada en el punto inmediato anterior, pero con la diferencia de que aquí no se requiere una acción que implique una infracción a dispositivo constitucional o legal alguno y que traiga como consecuencia un perjuicio para la Federación, el Estado o la sociedad, o bien, un trastorno en el funcionamiento de las instituciones públicas; sino que, por el contrario, la conducta consiste en una omisión, esto es, para efectos de responsabilidad, en una falta consistente en la abstención de actuar conforme a un deber legal; pero que, además, dicha abstención sea de tal magnitud  de modo que pueda tenerse como grave. 

Así, para que se actualice en la especie la hipótesis en comento, se requiere que el servidor público teniendo el deber legal de actuar se abstenga de hacerlo y, a consecuencia de ello, devenga un perjuicio para la Federación, el Estado o la Sociedad o se trastorne el funcionamiento de las instituciones públicas.

De acuerdo con lo apuntado, resulta por demás contradictoria la denuncia de juicio político intentada pretendiendo hacer valer la hipótesis analizada, toda vez que lo que se le ha imputado al Licenciado FERNANDO MORENO PEÑA, es precisamente lo contrario a una omisión, esto es, lo que se le ha venido imputando es una serie de acciones que, según su decir, actualizan todas las demás hipótesis que han sido analizadas. En este entendido, toda vez que de la única constancia que agregan los denunciantes como medio de prueba para sustentar su denuncia, no se advierte que la apreciación que hace la mayoría de los magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación para determinar que el entonces Gobernador del Estado de Colima, Licenciado FERNANDO MORENO PEÑA, intervino en las elecciones celebradas en el año 2003, consista en el incumplimiento por omisión del artículo 59 de la Constitución Política del Estado de Colima; luego entonces, no puede tenerse por actualizada esta hipótesis para incoar el procedimiento de juicio político. 

SEXTO.- Por otra parte, no son de tomarse en consideración las imputaciones que hacen los denunciantes en el sentido de que con el proceder que se le imputa al Licenciado FERNANDO MORENO PEÑA durante el proceso electoral y, específicamente, durante la jornada electoral que tuvo verificativo el 6 seis de julio del año 2003 dos mil tres, tiempo en que fungió como Gobernador del Estado de Colima, el denunciante cometió los delitos tipificados y sancionados por los artículos 130 y 135 BIS-5 del Código Penal vigente en el Estado de Colima y que, por ello, esté obligado a reparar el daño, en virtud de que esta Comisión no es el órgano jurisdiccional competente para determinar la existencia o no de responsabilidad penal alguna; así como tampoco se puede tener como acreditado que incurrió en dichos ilícitos, puesto que no existe constancia donde obre que en una instancia penal se siguió un juicio conforme a la ley y se dictó por juez competente una sentencia que así lo haya declarado.

SÉPTIMO.- Que esta Comisión estima además que no basta con cometer alguna de las causas señaladas en el artículo 7º de la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos para que proceda el juicio político, sino que además, tales acciones estimadas como graves y que redundan en perjuicio de los intereses públicos fundamentales y de su buen despacho, no sean enmendables por cualquiera de las vías de impugnación, control o defensa constitucional y, en el caso denunciado por los ciudadanos YOLANDA BRUN DE RANGEL, SOCORRO BAYARDO GAYTÁN, LIBIA ANUZITA ZUBIZARRETA, HÉCTOR PORFIRIO OCHOA RODRÍGUEZ y JOSÉ LUIS NEGRETE PIZANO, los hechos que le atribuyen al licenciado FERNANDO MORENO PEÑA y que dieron origen a la anulación de la elección de gobernador celebrada el 6 seis de julio de 2003 dos mil tres, fueron enmendados precisamente a  través del juicio de revisión constitucional en materia electoral.

Por lo anteriormente expuesto se expide el siguiente:
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PRIMERO.- Esta Soberanía estima que no es procedente la instauración del Juicio Político con motivo de la denuncia popular presentada por los ciudadanos YOLANDA BRUN DE RANGEL, SOCORRO BAYARDO GAYTÁN, LIBIA ANUZITA ZUBIZARRETA, HÉCTOR PORFIRIO OCHOA RODRÍGUEZ y JOSÉ LUIS NEGRETE PIZANO, en  contra del ciudadano FERNANDO MORENO PEÑA, por su supuesta responsabilidad oficial cuando fungió como Gobernador del Estado de Colima durante el período constitucional 1997-2003, por los razonamientos que quedaron precisadas en el considerando quinto del presente Acuerdo, por lo que ACUERDA: NO INCOAR EL PROCEDIMENTO DE JUICIO POLÍTICO Y ARCHIVAR EL PRESENTE ASUNTO COMO TOTALMENTE CONCLUIDO

SEGUNDO.- Notifíquese personalmente el presente Acuerdo por conducto del personal de apoyo de la Oficialía Mayor del Congreso del Estado. 

TERCERO.- Remítase copia del mismo junto con copia certificada del Acta de la sesión donde se trató el presente Acuerdo y del Diario de Debates de la misma, al Juzgado Primero de Distrito en el Estado, para que surta sus efectos legales dentro del juicio de garantías número 89/2005-II y Acumulados.

El Gobernador del Estado dispondrá se publique, circule y observe.

Dado en el Recinto Oficial del Poder Legislativo a los dieciséis días del mes de agosto del año dos mil cinco.

Dip. Jessica Lissette Romero Contreras
Dip. Luis Fernando Antero Valle 

Secretaria





 Secretario
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